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1.- VISTOS  

Se conoce por vía de apelación interpuesta por Defensor y Procesado, de la sentencia de condena proferida el pasado seis (6) de mayo del año que avanza, por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de esta capital, por medio de la cual impuso sanción privativa de la libertad equivalente a treinta y seis (36) años de prisión y multa de 5000 s.m.l.m.v., como coautor material de Homicidios Agravados, Terrorismo, Hurto Calificado y Agravado, Lesiones Personales y Daño en Bien ajeno, con ocasión de la toma guerrillera a la población de San Antonio del Chamí en la circunscripción territorial de Mistrató (Rda.).

2.- HECHOS 

Ha quedado inscrito en la historia de esta región, que varios frentes de la organización subversiva FARC (aproximadamente 120 hombres fuertemente armados), entre ellos el denominado frente Aurelio Rodríguez, incursionaron violentamente el día tres (3) de agosto de 1998, en una maniobra de asalto al Corregimiento de San Antonio del Chamí, circunscripción territorial del Municipio de Mistrató (Rda.), acto en el cual se dio muerte a varios agentes de la policía (seis en total, de nombres: VILLADA VILLADA ALONSO, ENRIQUEZ JURADA GERSON, GUEVARA MOSQUERA GONZALO, ARANAS ALVAREZ JHON JAMES, GALLEGO GALLEGO CÉSAR MARINO, MEDINA ALFONSO LUIS EDUARDO) y a un civil (CARLOS ALBERTO ATEHORTÚA -vigilante del Sena-), causaron lesiones a otros oficiales (cuatro, a saber: QUIROZ LONDOÑO REINEL DE JESUS, SÁNCHEZ ACOSTA ALEXANDER, CUELLAR SUÁREZ MILLER JOSÉ y VANEGAS AGUDELO JHON JAIRO), hicieron daños de consideración en la estructura física de varias instalaciones (destruyeron la Iglesia, el Sena, el Cuartel de la Policía, la Casa Rural, la Casa de Cultura y algunas viviendas), y hubo apropiación de parte del armamento de la Fuerza Pública (3 fusiles, 1 pistola, 3 revólveres, 2 radios y un celular) antes del correspondiente retiro.

Se asegura, que todos estos actos generaron pánico y zozobra en toda la población en el transcurso de dos (2) días, violándose el Protocolo II al afectar de manera directa y despiadada a la población civil.

La investigación logró establecer que quien lideró el ataque fue un sujeto conocido como ANDERSON, pero el asalto lo llevaron a cabo tres comandos conjuntos, cada uno de ellos con un comandante a la cabeza. Se vinculó al señor CASTRO RIVERA, en atención a que el ente Fiscal asegura que él formaba parte del citado grupo alzado en armas, concretamente, en condición de comandante del grupo de Seguridad, y es la razón para que lo involucre en condición de coautor en todas esas infracciones penales. 

3.- IDENTIDAD 

MARIO DE JESÚS CASTRO RIVERA, titular de la cédula de ciudadanía 8’336.846 de Chigorodó (Ant.), de quien se asegura era conocido con los alias de “LUVIÁN” o “EDWIN” dentro de las filas de la subversión, hijo de Juan Bautista Castro y María Teresa Rivera, natural de Santafé (Ant.) donde nació el veintiocho (28) de mayo de 1966, soltero, con octavo grado de instrucción, agricultor, posee antecedentes.

4.- CARGOS
La Fiscalía Especializada instruyó y calificó el mérito sumarial con resolución acusatoria por los punibles de Terrorismo Agravado (arts.343 y 344 de la Ley 599/00), al haber perpetrado un asalto a instalaciones de la fuerza pública; Homicidio, igualmente agravado (art. 104.7.8), al poner a las víctimas en condiciones de indefensión y en desarrollo de actividades terroristas; Lesiones Personales, sin establecer incapacidad (art. 112); Hurto Calificado Agravado (art. 350.1 y 351.11), al ejercerse violencia contra las personas y llevarse a cabo sobre armas y efectos destinados a la Seguridad Nacional; y, finalmente, Daño en Bien Ajeno Agravado (art. 370 y 372).

5.- FALLO 

Efectuada la vista pública, oídas las intervenciones de los sujetos procesales, el señor Juez de instancia partió de varias premisas a su juicio debidamente establecidas, indiscutibles y confiables: 

Hubo asalto, hubo homicidios, hubo lesiones, hubo daños de consideración, hubo hurto, de eso no puede caber duda alguna pues así lo demostraban las actas de levantamiento, las fotos allegadas al proceso y los testimonios de varios de los uniformados que lograron sobrevivir de ese desastre.

La actividad que debe atribuirse es TERRORISTA, con dolo directo o con dolo eventual, toda vez que el hecho mismo de ingresar a una población por medio de explosivos, granadas y fusiles, causa pánico en sus habitantes, razón válida para que esos homicidios fuesen agravados (art. 104.8), e incluso agravado por el numeral séptimo de esa misma disposición en el caso del uniformado JHON JAMES ARENAS ÁLVAREZ, a quien los violentos lo sacaron de su casa desarmado, lo torturaron y lo asesinaron vilmente a pesar de sus ruegos.

Acerca del meollo principal, consistente en determinar si en realidad CASTRO RIVERA tomó parte activa en el asalto, consideró el fallador que múltiples pruebas así lo establecieron: su captura en poder de 58 millones de pesos; los testimonios de WILMER JOSÉ BALAIRES ZABALETA, ROBERTO CÓRDOBA TAPIAS, EUCLIDES ALZATE, ARCA NURY GUEVARA LARGO y LUIS ALBERTO MARULANDA (declaración que resalta sobremanera, toda vez que pudo identificarlo por medio de fotografía, y en cuya indagatoria relató pormenorizadamente todas sus actividades criminales en el interior del grupo guerrillero, lo cual le da un toque de certeza invaluable a su exposición y lleva a concluir que lo que dijo no fue lo que le contaron sino lo que vivió de manera personal); incluso, hasta la propia versión de MARIO DE JESÚS CASTRO sirve para llegar a igual conclusión, pues aunque sostuvo que su verdadero alias era “Edwin”, el hecho de que lo señalaran como “Luvián” fue por el hecho de haberse apropiado de un dinero de la organización, lo cual, en últimas, resultó verídico.

Acoge la tesis de la coparticipación criminal por el dominio del hecho mediante un plan previamente diseñado, para la atribución de todos los resultados al aquí involucrado, pues sólo en conjunto la citada toma podía concebirse como una realidad. 

6.- RECURSO

6.1.- Por la Defensa

Su intervención la podemos sintetizar en los siguientes puntos:

- La toma insurgente del Corregimiento de San Antonio del Chamí en Mistrató (Rda.), es un hecho incontrovertible, lo mismo que sus resultados; pero, no comparte la calificación jurídica dada a ese acontecimiento, pues evidente que aquí se ha desnaturalizado el Delito Político, toda vez que el único propósito era doblegar a los policiales allí acantonados, muestra de ello son las disculpas de los guerrilleros a la población civil por los daños causados y la muerte de un civil.

- Los alzados en armas contra el Estado, necesariamente tienen que afectar distintos bienes jurídicos si quieren enfrentarse en condiciones de equilibrio con el Ejército Nacional; razón por la cual es necesario dar un trato jurídico benevolente a quienes tienen la condición de delincuentes políticos.

- La intención de este grupo para aquella fecha, no fue la de sembrar terror en la población, sino la de tomar por asalto la estación de policía. Necesariamente el cruce de disparos causó daños materiales, lo mismo que la muerte de un ciudadano, concretamente un vigilante que permanecía en las dependencias del SENA colindante con el Comando de la Policía. No se sabe a fin de cuentas cuál de los bandos dio de baja al civil. Por demás, sólo resultó muerto un agente en la citada toma, los demás lo fueron en una emboscada cuando quisieron repeler el ataque guerrillero.

- No hubo aprovechamiento de condiciones de indefensión, pues es entendido que cada bando busca sobreponerse positivamente al contrario, entre cuyas estrategias está, obviamente, superarlo en número de combatientes.

- Por lo hasta aquí expuesto, considera que no hubo TERRORISMO, ni tampoco las agravantes prevista para el HOMICIDIO (numerales 7 y 8 de la Ley 599/2000).

- Con respecto a la prueba de responsabilidad, argumenta: 1. En las tomas de video inspeccionadas no aparece el señor CASTRO RIVERA, razón por la cual no se puede asegurar que él sea el personaje conocido como LUVIAN; 2. El Juzgado, al parecer, confunde el video incautado a la insurgencia, con el registro fílmico elaborado por el DAS a la entrevista con LUIS ALBERTO MARULADNA MARTÍNEZ; 3. El Juzgado retoma las versiones de insurgentes conversos, cuando se refieren al guerrillero conocido como LUVIAN; pero, desestima otras aseveraciones en las cuales se le muestra ajeno a ese episodio, como la rendida por el excombatiente ROBERTO CORDOBA TAPIAS.

- Llama la atención acerca de los testimonios de ARCA NURY GUEVARA LARGO, JOSÉ EUCLIDES ALZATE GONZÁLEZ y LUIS ALBERTO MARULANDA MARTÍNEZ, para indicar que lo efectuado con la primera es una entrevista con efectivos del DAS que por tener la condición de Policía Judicial lo realizado ante ellos no es prueba sino un “criterio orientador de la investigación”. Al segundo, le exhibieron una fotografía sin el lleno de los requisitos a los cuales alude el artículo 304 C.P.P., para que, por la insinuación que le hicieran, lo reconociera como el citado “LUVIAN”. Con respecto al último -Marulanda Martínez-, reitera que rindió indagatoria y le fueron puestas unas fotografías de varios subversivos entre las cuales identificó a “LUVIAN”, reconocimiento viciado ya que, como él mismo lo admite, ya lo había observado en los medios de comunicación.

- Si bien, como lo dice el señor Juez, la retractación de MARULADNA MARTÍNEZ, no desvirtúa lo dicho por él en sus anteriores exposiciones, sí está indicando la poca credibilidad de su versión, pues ya dijo que inicialmente estuvo determinado por ofrecimientos de reinserción y dádivas económicas.

- Tanto ARCA NURY, como JOSÉ EUCLIDES, depusieron en su contra en cumplimiento de órdenes del Comando Guerrillero que quieren hacer más gravosa su situación, en atención a que escapó de las filas con una gruesa suma de dinero (58 millones de pesos de la organización subversiva). Sostiene que la citada ARCA NURY, ni siquiera estaba en condiciones de conocerlo, pues llegó al grupo insurgente después de que CASTRO RIVERA fuera capturado.

- El mismo interés en perjudicar aprecia en BELAIRES ZABALETA o GALINDO BELAIRES, quien mintió en su identidad.

- Finalmente, a su juicio, el testimonio del guerrillero converso ROBERTO CÓRDOBA TAPIAS, permite asegurar que su defendido no participó en la toma insurgente al Corregimiento de San Antonio del Chamí.

6.2.- Por el procesado

También intervino para sustentar el recurso, a cuyo efecto manifestó:

- No ha tenido contacto con abogado alguno, razón por la cual considera que se violó su fundamental derecho a la defensa. No han tenido en cuenta su relato sino la propia visión de cada abogado sobre este asunto.

- No se ha llevado a cabo un debido proceso, por falta de una investigación integral.

- No se ha estimado en toda su dimensión la absolución proferida a su favor por el Tribunal Superior de Manizales.

- Quienes testifican en su contra, son miembros activos de las FARC y actúan por órdenes de la Comandancia.

- ARCA NURY dice que ingresó a las FARC en agosto de 1999, pero resulta que él está en la cárcel desde el 24 de marzo de ese mismo año, con lo cual, no estaba en condiciones de conocerlo como lo afirma. Al Juzgado envió una carta dirigida por ella desde la Cárcel, en donde admite que no lo conoce y que no ha declarado nada en su contra.

- Su verdadero alias no es “LUVIÁN”, sino “EDWIN”.

- ROBERTO CÓRDOBA, es una persona reinsertada que se quiso aliar con el Ejército Nacional, razón por la cual recibe beneficios; en cambio, como él simplemente quiso estar con su familia sin declararse culpable, entonces lo están perjudicando.

- La condena que está pagando por secuestro es injusta pues nunca cometió ese delito.

- EUCLIDES en su primera versión cuenta la realidad de las cosas.

- Su rostro no aparece por parte alguna en los videos que se tienen de la toma rebelde.

- La cantidad de pena impuesta constituye en su caso una “cadena perpetua”.

7.- MOTIVACIÓN

Varios frentes argumentativos tocan defensa y procesado en sus sendas intervenciones recurrentes, unos referidos a la presunta violación de garantías procesales, otros a la atipicidad del comportamiento y otros ya más específicos a la autoría y responsabilidad del justiciable.

Corresponde comenzar por el derecho de defensa de quien se siente agraviado con el fallo. Es entendible que quien ha sido fulminado con una sentencia de condena piensa que la defensa fue deficiente, que pudo ser mejor, y que de haber tenido tal o cual asesoramiento especializado el resultado podría haber sido diferente. Aquí el señor CASTRO RIVERA se lamenta de que sus apoderados no han manejado el caso con tino, que no le dieron relevancia a sus planteamientos y se dedicaron a esgrimir sus propias estrategias que de nada sirvieron. En ese campo, es deber de los funcionarios judiciales respetar las maniobras defensivas que en su sano entendimiento cada profesional del derecho desee adoptar, sin que por ello pueda siquiera pensarse que otro tipo de alternativas podían dar más o mejores resultados. 

No se aprecia que las posturas defensivas presentadas puedan catalogarse de indebidas, impropias o antagónicas con la posición de inocencia que ha querido exponer el procesado, antes bien, resultan complementarias o compatibles hacia una misma finalidad absolutoria; situación diferente es, que confrontadas ambas con la realidad probatoria resulten ser todas ellas inatendibles por el Juez, que es lo que en esencia aquí ocurre como se pasa a sostener.

Un primer argumento de fondo para intentar mitigar el rigor de la pena impuesta al procesado CASTRO RIVERA, consiste en desvirtuar la finalidad Terrorista que podía animar a los insurgentes, es decir, que lo que ellos pretendían eran única y exclusivamente tomar por asalto el Comando de Policía. A ese respecto varias respuestas en contrario puede esbozar el Tribunal, son las siguientes:

- Ese planteamiento defensivo en realidad se cae por su propio peso desde el punto de vista jurídico, pues precisamente el objetivo mencionado (ataque a una Fortaleza oficial) constituye per se una circunstancia de agravación del Terrorismo al decir del artículo 344 de la Ley 599/00, toda vez que es el mismo legislador quien entiende que si el propósito de quien actúa es tomar por asalto instalaciones de la Fuerza Pública, tal motivación es razón suficiente para que la acción delictiva adquiera la categoría de Terrorismo Agravado. Sería por tanto un contrasentido, que lo que la ley tiene definido como circunstancia de mayor connotación penal, pueda servir a su vez o simultáneamente, para exonerar de responsabilidad por el tipo básico al cual se alude.

- Semejante montaje, toda esa preparación y el riesgo en vidas humanas, no es asimilable ni tendría sentido si lo único que se buscara por el grupo al margen de la ley fueran los materiales bélicos que podrían hallarse en el Comando de Policía. Recordemos que lo que se llevaron los insurgente fueron tres fusiles, una pistola, tres revólveres, dos radios y un celular; es decir, nada comparado con los resultados catastróficos obtenidos y que eran perfectamente previsibles por los subversivos.

- Ese armamento era insignificante con el arsenal que posee la guerrilla y que esgrimieron con inusitado despliegue al momento de su ingreso a esta población. La pregunta es por tanto: ¿se justificaba esa movilización para obtener tan poco botín?, es evidente que no, que lo que se buscaba iba más allá de una simple desposesión de las armas de dotación de los oficiales que allí permanecían acantonados. Se buscaba, sin lugar a dudas, por lo dantesco y devastador  de estas escenas, acrecentar el poder de la organización y demostrar la debilidad de la Fuerza Pública, situación que implicaba obtener un efecto desestabilizante y atemorizante en toda la población, no sólo local o regional, sino también Nacional e incluso Internacional, pues a no dudarlo los medios de comunicación iban a expandir la información a otras latitudes.

- Finalmente, una razón de peso para desatender el planteamiento defensivo, es el hecho innegable que no es factible pensar que la toma por asalto de un Comando de la Policía ubicado en pleno corazón del Municipio, sea posible sin producir zozobra en todos los habitantes. Esa toma de la guerrilla, por demás, era el primer paso obligado e inevitable en la escalada terrorista; sería absurdo en un esquema de guerra, que los frentes subversivos que hicieron su ingreso a esta población se desgastaran primero en la destrucción de la Iglesia o del Sena o de viviendas particulares, por ejemplo, para al final atacar el puesto de policía que era precisamente la fortaleza destinada a la protección de la ciudadanía y, por lo mismo, objetivo militar número uno.

Concluido entonces que sí existía una finalidad terrorista según las voces que trae la disposición penal; que los resultados antijurídicos obtenidos en el desarrollo de esa cruenta toma, son indiscutibles e indiscutidos por todos los sujetos procesales; resta establecer si en verdad el aquí procesado fue parte activa en esa acción violenta o ha existido una probable confusión en cuanto a la verdadera individualización y/o identificación.

Como se ha visto, procesado y defensa unen sus esfuerzos en pregonar que el citado “LUVIÁN” no es MARIO CASTRO sino un sujeto diferente, como quieran que a él se le conocía en el mundo guerrillero como “EDWIN”, razón para sostener que no fue él quien participó en el asalto a San Antonio del Chamí. También a este respecto, la Sala de Decisión tiene diversos argumentos para inadmitir las aseveraciones contenidas en los recursos y pregonar que CASTRO RIVERA sí es en realidad el “LUVIÁN” que aquí se menciona y que no sólo participó activamente en los grupos de asalto, sino que ostentó una posición de mando o dirección, como quiera que fue señalado como la persona encargada de conducir uno de los tres grupos en que estaba dividido el frente guerrillero (uno conocido como el grupo de “Seguridad”). Esos argumentos son:

- Lo que el Juez hizo, no fue confundir las filmaciones (la del asalto con la entrevista al inicial testigo de cargo LUIS ALBERTO MARULANDA MARTÍNEZ), sino, por el contrario, analizarlas en su conjunto para llegar a la convicción acerca de la autenticidad de ese medio de convicción.

- Cuando los testigos hacen mención a “LUVIÁN” se refieren a él como aquél que se llevó una alta suma de dinero perteneciente a la organización y que se encuentra recluido en la cárcel, y sucede que MARIO DE JESÚS CASTRO realmente fue la persona que se llevó ese dinero -58 millones- (tanto así que ahora lo viene utilizando como argumento para sostener que por eso mismo quieren perjudicarlo en este proceso), sino que efectivamente está privado de la libertad. Palabras más, palabras menos, “LUVIÁN” no puede ser otro diferente a CASTRO RIVERA.

- Las retractaciones que hicieran en audiencia EUCLIDES ALZATE y LUIS ALBERTO MARULANDA, no pueden surtir los efectos deseados, no sólo porque cuando hicieron sus iniciales intervenciones lo realizaron con un conocimiento de causa directo (eran nada más y nada menos que desertores confesos del mismo grupo guerrillero, es decir, tenían razones suficientes para saber a ciencia cierta lo que estaban aseverando como quiera que fueron parte activa de la misma ilicitud mancomunada que aquí fue objeto de investigación); sino también, porque la razón que esgrimen para retractarse refuerza la tesis de un favorecimiento indebido y de última hora hacia CASTRO RIVERA, pues aquello de que al principio obraron cumpliendo órdenes del frente guerrillero, sólo está indicando que esa orden ya no les importa en este momento, cuando la realidad que afrontan enseña situación diferente. Tan apremiante debió haber sido esa orden antes que ahora, razón para que resulte ilógico que en un principio actuaran compelidos por ella y ahora les resulte indiferente. En conclusión, el riesgo por el cumplimiento a esa orden, antes y después, sigue siendo el mismo.

- Es poderoso el argumento que plasmó el señor Juez en su fallo y que los recurrentes no atinan en desvirtuar, consistente en la credibilidad del señalamiento que le hiciera a CASTRO RIVERA el declarante GALINDO BELAIRES, pues es evidente que si éste era un desertor de la guerrilla, mal podría estar recibiendo órdenes de la Comandancia, pues no había vínculo, no había dependencia, su conexión con la organización ya era parte del pasado y las supuestas órdenes para que hiciera lo posible por perjudicar dentro de este proceso a CASTRO RIVERA, no tenían razón de ser.

- También es abiertamente incomprensible que en la primera intervención hayan hecho una referencia pormenorizada de lo acaecido, con nombres, lugares, fechas y episodios, pero luego, de repente, ya no llega a sus mentes recuerdo alguno, ya lo que sabían se les olvidó, no hay registros del pasado, por tanto, viene a cuento la incapacidad de repetición de lo vivido y conocido de primera mano. En el caso del señor MARULANDA MARTÍNEZ, testigo de excepción en contra de CASTRO RIVERA, esa situación es patética, pues con lujo de detalles ofreció extrajudicial y judicialmente todo su aporte investigativo, pero luego, cuando ya vio la necesidad de no perjudicar a terceros, calla, omite, se torna reticente. Por supuesto que esa forma de proceder no es admisible en el análisis conjunto que exige la sana crítica valorativa de un testimonio, pues quien así procede pretende obstruir la acción de la justicia de manera infame, habida consideración a la innegable gravedad de unos hechos que afectaron no sólo a las Fuerzas legítimamente constituidas, sino también y de manera directa a la población civil.

- Lo que el exguerrillero ROBERTO CÓRDOBA TAPIAS nos dice (cfr. cuaderno 3 fl.249), es que “LUVIÁN” no estuvo, supuestamente, en el reconocimiento previo de San Antonio del Chamí, pero esto no significa necesariamente que para el instante del asalto no estuviese presente como lo están indicando de manera contundente otras probanzas. Pero es que ni siquiera esa aseveración de no estar en el “reconocimiento previo”, resulta válido, pues al respecto obsérvese que según las constancias procesales, el citado “Luvián” sí estuvo en las labores previas de inteligencia y verificación, pues basta mirar los folios 265 y 266 del cuaderno No 2, para advertir que: “ ‘OSNAIDER’, ‘LUVIÁN’, ‘GERARDO’, ‘COICO’ y ‘MURRAPO’, hacían un trabajo interno con la colaboración de una señora que manejaba un vehículo de servicio público quien ya sabía del asalto y accedió voluntariamente a su colaboración. El resto del grupo permanecía en entrenamiento en Tres Cruces”.

- Llama la atención sí, el testimonio de la también excombatiente ARCA NURY (ver fls. 204, 205 y 206 del cuaderno No. 4), cuando ofrece unas fechas que dan a entender que no estaba en condiciones de haber conocido a su compañero revolucionario MARIO CASTRO RIVERA, toda vez que al hacer su ingreso a las filas insurgentes éste ya se encontraba privado de la libertad. Ocurre, sin embargo, que su exposición no trae precisión en cuanto a fechas, pues dice que ingresó “como el 16 de agosto de 1999”, no es una expresión que indique exactitud, se trata de una aproximación, máxime cuando también aclara que “como a los tres días después de haber llegado ella a la organización, ‘Luvián’ se voló con un dinero”; es decir, que de lo que sí está segura, independientemente de la fecha exacta, es que la fuga de “Luvián” con ese dinero fue tres (3) días después de ella haber llegado al grupo irregular. Y lo anterior es apenas entendible, si se tiene en cuenta que fue un hecho bien significativo que llamó fuertemente la atención de todos los integrantes, dado que de una u otra manera se sintieron perjudicados con el hurto (era el dinero de todos). Por demás, nótese que ella dice estar segura de identificar al único “Luvián” que allí existía, en caso de volverlo a ver, es decir, que si se atreve a sostener esa capacidad de señalamiento, es porque indudablemente tuvo ocasión de conocerlo.

- Finalmente, ha de decirse, que no tiene cabida la afirmación que hace la defensa en cuanto resta mérito al señalamiento fotográfico que del señor CASTRO RIVERA hizo MARULANDA MARTÍNEZ, bajo el entendido de que ya lo había visto en los medios de comunicación y por lo mismo tal reconocimiento se encuentra viciado. A ese respecto, cabe recordar que la sustitución de un reconocimiento formal en fila de personas o con base en fotografías por el reconocimiento previo en foto de prensa, no afecta de validez el señalamiento procesal del comprometido, pues la legalidad del mismo permanece incólume si se tiene en cuenta que es considerado como una prolongación de la prueba testimonial y por lo tanto, sometido en su estimación a las reglas de la sana crítica.
La Honorable Corte Suprema de Justicia, con ponencia del Dr. Herman Galán Castellanos, proceso con radicación 15.302, sentencia de Casación Penal de mayo 29 de 2003, se pronunció en ese sentido:

5. El reconocimiento en fila de personas con la intervención del procesado y la víctima, echado de menos por el censor para sustentar el desconocimiento del principio de investigación integral, es intrascendente. En efecto, esa diligencia constituye una unidad probatoria con la declaración rendida por quien debe participar como testigo en el reconocimiento, de tal forma que, la ausencia de esa prueba, no afecta el proceso, pues la individualización e identificación del procesado puede suplirse con lo atestiguado por el órgano de prueba.

La misma Corporación con ponencia del Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón, proceso con radicación 16485, sentencia de casación penal de abril 10 de 2003, expresó:

2. El reconocimiento en fila de personas, aunque como acto procesal puede distinguirse del testimonio posterior, no tiene la entidad de prueba autónoma, como acontece con la inspección judicial, la pericia, los documentos, los testimonios, la confesión y los indicios. Ese registro visual del sindicado, es complemento del testimonio que sobre su base se vierte al proceso. Por ese motivo, el incumplimiento de los requisitos de forma al momento de ser practicado, no incide negativamente en la validez de la declaración subsiguiente. 

Lo que eventualmente podría tornar inválida la prueba, no sería por tanto el hecho de que el declarante ya hubiese visualizarlo al imputado por cualquier medio, sino el que el juzgador, al momento de valorar el testimonio que en él se origina, contravenga las reglas del sano ejercicio de la crítica. Al respecto también se ha sostenido:

La circunstancia de haber visto al imputado antes del reconocimiento, personalmente o a través de fotografías, no afecta de suyo la validez jurídica del reconocimiento ni lo torna ineficaz, ya que cuando ello es lo que se denuncia, la prueba será jurídicamente válida y el juez podrá valorarla, sólo que deberá tomar en cuenta los antecedentes con incidencia en su fuerza demostrativa, ya que no es lo mismo que la percepción del testigo permanezca exenta de interferencias a que haya sido reforzada con nuevas imágenes que puedan repercutir en ella”.
 

No avizora el Tribunal que la identificación realizada por esta particular vía haya sido insinuada o esté desacreditada por ausencia de una libre determinación en el señalamiento por parte del testigo. Nada indica en el expediente que esa identificación no fuera desprevenida y sincera, desprovista de todo ánimo protervo en señalar a quien no es, a persona ajena a la narración que se estaba haciendo para aquél instante. Simple y llanamente el señor MARULANDA MARTÍNEZ estaba siendo consecuente con la posición asumida en un comienzo de cooperar con la investigación y hacer un aporte imparcial a la investigación acorde con su propia confesión en tan deplorable suceso.

Por todo lo expuesto, el Tribunal concluye que no hubo equivocación por parte del señor Juez de primer nivel en la conclusión final de condena, razón para darle confirmación integral a su fallo.

8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda)., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el señor Juez Penal del Circuito Especializado, objeto de apelación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

 JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO                  

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario de la Sala

� C.S.J., Sentencia del 10 de Octubre de 2002, Radicado 12.619, M.P. Fernando E. Arboleda Ripoll.
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